LEGISLATURA  DEL  ESTADO
EXPOSICION  DE  MOTIVOS

DICTAMEN DE INICIATIVAS PRESENTADAS POR LA FRACCION PARLAMENTARIA DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL Y DEL DIPUGADO OCTAVIO FRANCISCO NAVARRO PRIETO.

DE FECHAS: SEPT. 25 DEL 2001  

DECRETO:   20256.

CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO DE JALISCO.

CIUDADANOS  DIPUTADOS:


A las Comisiones de Estudios Legislativos, Puntos Constitucionales y Reglamentos, así como a la de Asuntos Indígenas, les fue turnada por acuerdo de la Asamblea para su estudio y dictamen, las iniciativas presentadas por los diputados Octavio Francisco Navarro Prieto y de los pertenecientes a la fracción parlamentaria del Partido Revolucionario Institucional a fin de modificar la Constitución del Estado de Jalisco en materia de derechos de los Indígenas, y para lo cual se hacen las siguientes:

Consideraciones


I.-  Que con fundamento en lo dispuesto por el artículo 28 fracción I, de la Constitución Política del Estado de Jalisco es facultad de los diputados presentar iniciativas de leyes y decretos.


II.- Que le corresponde a las Comisiones de Estudios Legislativos, Puntos Constitucionales y Reglamentos, así como a la de Asuntos Indígenas el estudio y dictamen de la presente iniciativa, por así disponerlo los artículos 32 fracción I y 47-K de la Ley Orgánica del Poder Legislativo.


III.-  Que a las comisiones que suscriben el presente dictamen, le fue turnada el pasado 25 de Septiembre del año 2001, las iniciativas presentadas tanto por el diputado Octavio Francisco Navarro Prieto, como por los diputados de la fracción parlamentaria del Partido Revolucionario Institucional a fin de reformar la constitución del Estado en materia de derechos y cultura indígena de lo que se destaca de su exposición de motivos lo siguiente:

De la iniciativa del diputado Octavio Francisco Navarro Prieto:

El tema de restituir o incorporarse a la igualdad de los indígenas de México, ha sido un tema que no solamente ha despertado el interés de los indígenas mismos y de los Legisladores Federales y Estatales que por obligación deben de abocarse a su conocimiento, sino que ha sido uno de esos temas que ha logrado centrar la atención de todo el país.  Al proponer las reformas que en este escrito se contienen, no estamos sino dando cumplimiento a la reforma constitucional federal ya vigente y con ello estamos consagrando también en nuestro máximo órgano legal en el Estado de Jalisco, las garantías y los mínimos derechos para los indígenas y correlativamente obligaciones para las autoridades estatales y municipales, lo cual nos permitirá no dejar ya a la voluntad del gobernante en turno, atender o no al indígena; y no dejará como presa política de los partidos y a la voluntad “soberana” de los gobernantes atender o no al indígena y a las comunidades indígenas; esta reforma constitucional hará que el indígena no mendigue, sino exija el cumplimiento de lo que la Constitución del Estado les consagre y por su parte las autoridades no estará en su voluntad, sino como obligación cumplir lo que les manda la Constitución.
Antecedentes

a).  Con fecha 07 de diciembre del año 2000, el Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, Lic. Vicente Fox Quezada, presentó ante el Senado de la República, iniciativa de reforma constitucional en materia de derechos y cultura indígena, iniciativa que contenía de manera íntegra la propuesta en la materia de la Comisión de Concordia y Pacificación. Cámara Parlamentaria del Congreso de la Unión que con fecha 25 de abril del año 2001, aprobó el dictamen elaborando la Minuta de Proyecto de Decreto correspondiente, disponiéndose su envío a la Cámara de Diputados, su colegisladora, integrantes del Congreso de la Unión, quien a su vez con fecha 28 de abril del año en curso, aprobó el proyecto de Decreto que reforman los artículos 1°, 2°, 4°, 18 y 115 de nuestra Carta Magna.
d).  Con fecha 14 de agosto del año 2001, fue publicada por el Ejecutivo de la Nación en el Diario Oficial de la Federación, la reforma Constitucional en materia de derechos y Cultura Indígenas, concluyéndose así el proceso y entrando en vigor las mismas al día posterior de su publicación, esto es, el 15 del mismo mes y año.

e).  El artículo 2° de las Reformas Constitucionales multireferidas, establece literalmente “Al entrar en vigor estas reformas, el Congreso de la Unión y las Legislaturas de las entidades federativas deberán realizar las adecuaciones a las leyes federales y constituciones locales que proceda y reglamenten lo aquí estipulado”.

Por consecuencia de lo anterior, el suscrito en calidad de Diputado integrante de esta LVI Legislatura y con las facultades que por dicho encargo me confiere la Constitución y la Ley Reglamentaria del Poder Legislativo en el Estado, presento el siguiente proyecto de Ley por el que se reforma la Constitución Política del Estado de Jalisco, adicionando un artículo 4° bis; adicionando una fracción sexta al artículo 73, adicionando un tercer párrafo al artículo 81 para que el tercer párrafo actual pase a ser el cuarto del mismo dispositivo del Ordenamiento Supremo en nuestro Estado.

De la iniciativa de los diputados del Partido Revolucionario Institucional:

Estructurado en dos apartados, el nuevo artículo 2° de nuestra Carta Fundamental condensa los principios programáticos que dan soporte a la nueva relación de los pueblos indígenas con el Estado Mexicano.

El primer apartado garantiza la libre determinación de los pueblos y comunidades indígenas, mientras que el segundo suscribe los compromisos del Estado, la sociedad y los propios indígenas, para solventar sus condiciones de subdesarrollo.

Es en virtud al pacto federal por el que el Estado de Jalisco se somete libremente a la Constitución General de los Estados Unidos Mexicanos, y hace suyos todos y cada uno de sus postulados. Es por ese mismo motivo por el que se hace necesario la reforma de la Constitución Local, con la finalidad de adecuar diversas instituciones políticas y judiciales de la entidad, para hacerlas congruentes con el marco constitucional referido.

Como ya fue señalado, las repercusiones legislativas de las reformas a la Constitución General de la República, nos constriñen a la adecuación de la Carta Local. Es por esto, que si bien es cierto que obra en estudio un proyecto de Ley Sobre Derechos Indígenas del Estado de Jalisco, cuya presentación se dio ante la LV Legislatura del Congreso del Estado, es preciso destacar que el dictamen positivo de dicha iniciativa es inviable toda vez que no cuenta, precisamente, con el soporte constitucional local.  Es decir, pretender aprobar la iniciativa en comento, expondría al marco jurídico local al despropósito de  construir institutos jurídicos locales –desde una ley secundaria- distintos -cuando no, opuestos- a nuestra propia Constitución Política del Estado de Jalisco.
Estados como Oaxaca y Quintana Roo, ya reformaron sus constituciones para dar marco a la nueva relación política y jurídica de sus pueblos indígenas con el Estado y la Sociedad. Y a partir de dichas reformas constitucionales proyectaron sus leyes indígenas, armonizando con ello su estructura jurídica. Luego, es entendible que las comisiones legislativas de estudio y dictamen a quienes se turnó la Ley Sobre Derechos Indígenas del Estado de Jalisco, no la hubieren dictaminado, sino una vez que operen las reformas constitucionales ya referidas.
Ahora bien, a juicio de quienes impulsamos el presente ejercicio legislativo consideramos que es preciso darle espacio a la materia indígena dentro del Capítulo III, de la Constitución Local, el cual se denomina De los Derechos y Obligaciones Fundamentales, ello por tratarse de un tópico que incide directamente en los derechos y obligaciones de los pueblos indígenas de Jalisco, justificándose de esa manera la ubicación del proyecto.

Fue menester iniciar la proyección del artículo 9° de la Constitución Local reconociendo que el Estado de Jalisco tiene una composición pluricultural sustentada originalmente en sus pueblos indígenas. Con ello estamos destacando el sustrato indígena como factor determinante de nuestra sociedad desde tiempos inmemoriales.

Nuestro proyecto considera necesario declarar a los pueblos indígenas de Jalisco como entidades de derecho público y por tanto deberán gozar de autonomía como expresión de su libre autodeterminación. Estos conceptos (entidades de derecho público, autonomía y libre autodeterminación) no pueden ser aplicados sino dentro del marco de la Constitución General de la República y los tratados y convenios internacionales suscritos por México.

Diferente cuestión es la relativa a la identificación individual. Se propone que sean indígenas para efectos legales las personas que tienen conciencia de pertenecer a un grupo étnico, siempre y cuando fueren reconocidos como tales por sus comunidades. De ahí que la condición dual pone coto a quien sin serlo pretenda hacerse pasar por indígena.
La autonomía de los Pueblos Indígenas de Jalisco tendrá expresión concreta en los siguientes aspectos:

a).- Nadie tendrá ingerencia en la forma en que los Pueblos Indígenas decidan llevara a cabo su convivencia interna y organización social, económica, política y cultural. Esto conlleva un profundo respeto a sus manifestaciones religiosas, organización social, vecinal y gremial. Como en todo lo relacionado con este tema, no hay más límite que la normatividad nacional y la preservación de los derechos humanos.

b).-  Aplicarán sus propios sistemas normativos en la regulación y solución de sus conflictos internos, sujetándose a los principios generales de esta Constitución, respetando las garantías individuales y los derechos humanos.  Dado que la justicia indígena es de  prolija  reglamentación,  se establece que la ley de la materia –o sea la Ley de los Pueblos Indígenas de Jalisco- la regulará para que ahí se dispongan las cuestiones procesales que deban observarse para la aplicación del derecho indígena y las referentes a su compilación.
c).-  Elegir de acuerdo con sus normas procedimientos y practicas tradicionales, a las autoridades o representantes para el ejercicio de sus formas propias de gobierno interno. Con ello adquieren reconocimiento formal las autoridades indígenas tradicionales y dejan de ser tan solo instituciones de hecho, para pasar a serlo también de derecho.

d).-  La reforma propone reconocer el derecho de los indígenas a vivir su cultura, es decir, a preservar y enriquecer sus lenguas, conocimiento y todos los elementos que constituyan su cultura e identidad. Este principio se vincula con la sociedad y el Estado a coadyuvar en el fomento de las expresiones culturales indígenas. 

e).-  No puede existir autonomía indígena sin reconocimiento a su derecho al uso y disfrute de los recursos naturales de manera racional y sustentable de los lugares que habitan y ocupan las comunidades, por ello se reconoce dicha expresión que a la postre deberá ser pivote muy importante de su desarrollo comunitario.

f).-  De la misma manera, se propone que la autonomía de los pueblos indígenas se exprese en la elección de regidores y diputados indígenas. Es decir, en los municipios donde habiten y en el Congreso del Estado, la ley deberá garantizar la presencia de representantes indígenas electos entre ellos mismos, lo que redundará en una representación más fiel de sus intereses en dichas instituciones político-administrativas.

h).-  Para alcanzar los objetivos de la reforma constitucional, es preciso que se invoque la libre organización económica de los pueblos indígenas como piedra angular de su desarrollo. Serán ellos quienes determinen a que actividades productivas invertir sus recursos y energías sociales y de esa forma motivar una cultura de responsabilidad.  Son los propios indígenas los principales actores de su desarrollo económico, luego, es preciso se estimule el desarrollo de sus propios proyectos productivos.

i).-  La reforma propone la integración de un organismo o asamblea suprema de representación indígena en el Estado, con facultades deliberativas y propositivas, que sea el centro de comunicación entre los diversos pueblos indígenas de Jalisco y vehículo autorizado para la interlocución entre los indígenas y el resto de la sociedad jalisciense.

Se establece que el estado y los municipios determinaran las políticas necesarias para garantizar la vigencia de los derechos de los indígenas y el desarrollo integral de sus pueblos y comunidades, las cuales deberán ser diseñadas y operadas conjuntamente con ellos. Es decir, se impone la obligación de las autoridades estatales y municipales, en su caso, a coordinarse con la representación indígena que corresponda para realizar los proyectos que garanticen la plena observancia de los derechos indígenas y garanticen su desarrollo comunitario.

Para garantizar la participación indígena en el Congreso del Estado se propone la reforma del artículo 18 de la Constitución Local, de tal suerte que la integración del mismo quedaría de la siguiente manera: Veinte diputados electos por el principio de votación mayoritaria relativa, veinte electos según el principio de representación proporcional; y uno electo por los pueblos indígenas del Estado.

Con la misma finalidad de ampliar la cobertura de los derechos políticos de los indígenas, se reforma el artículo 73 constitucional para los efectos de incluir regidores indígenas en aquellos municipios donde tengan un importante asentamiento. De la misma forma, será la ley la que establezca la forma y requisitos para la elección de este tipo de regidores, los cuales tendrán los mismos derechos y obligaciones que los electos con el procedimiento ordinario.

Se adiciona un segundo párrafo al artículo 52 para garantizar que en todo proceso judicial sea obligación de las autoridades asistir a los indígenas con intérpretes y defensores que tengan conocimiento de su lengua y cultura. Con lo que se busca mayor equidad entre las partes cuando se trate de indígenas en litigio.


IV.-  De acuerdo al trabajo de estudio y análisis realizado por las comisiones que suscriben el presente dictamen, encontramos necesarias las reformas a la Constitución Política de nuestro Estado a fin de adaptarla a lo dispuesto por nuestra carta magna en materia de derechos y cultura indígena.


A partir de Agosto del año 2001, en nuestro país existe un nuevo marco constitucional en materia de derechos y cultura indígena. El artículo 2 de nuestra carta magna establece todo un amplio marco que no sólo garantiza la protección a las culturas indígenas, sino que también establece las bases para el desarrollo de los mismos comprometiendo no sólo a la federación sino también a las entidades federativas y los municipios.

Para ello en el artículo segundo transitorio del decreto que establece estas bases dispone que al entrar en vigor estas reformas, el Congreso de la Unión y las Legislaturas de las entidades federativas deberán realizar las adecuaciones a las leyes federales y constituciones locales que procedan y reglamenten lo aquí estipulado. En tal virtud el Estado de Jalisco como parte del pacto federal debe realizar las adecuaciones jurídicas necesarias para que en el ámbito de su competencia garantice la aplicación del ordenamiento constitucional, y tal es la trascendencia de dichos aspectos que también deben ser elevados a nivel constitucional a nivel local.


El  trabajo  realizado  en  el Estado de Jalisco en esta materia –cabe destacar- no sólo es producto de las reformas constitucionales a nivel federal, ni de los diversos movimientos sociales surgidos a mediados de la última década del siglo XX.  En Jalisco el trabajo realizado se ha efectuado arduamente por diversos grupos sociales y se han reflejado en iniciativas de ley en las legislaturas LIV y LV por los entonces diputados Benito de Jesús Meza Pérez y Liliana Reguera Rodríguez, de ello podemos desprender que la tradición pluricultural y la presencia de los pueblos indígenas en nuestro estado es importante teniendo su principal  presencia en el norte y sur de nuestra entidad.


Soporte también de las disposiciones constitucionales en materia indígena lo son Convenio 169, los Acuerdos de San Andrés Larrainzar firmados por el Gobierno Federal, 20 instrumentos internacionales, 13 distintos ordenamientos de países latinoamericanos en materia de derechos indígenas y las propias experiencias particulares de las comunidades indígenas existentes. 


De acuerdo a los anteriores antecedentes y al valioso contenido de las dos iniciativas en estudio contenidas tanto en sus exposiciones de motivos y disposiciones jurídicas propuestas, es menester que la Constitución Política del Estado de Jalisco retome los postulados básicos contenidos en nuestra carta magna a fin de establecer un marco jurídico básico de donde parta una nueva legislación estatal que permita el desarrollo de los pueblos indígenas.


Es preciso destacar que las iniciativas en estudio, contienen una serie de propuestas en diversos tópicos propios del tema indígena tales como: desarrollo en la interpretación de autonomía y libre determinación, elección de representantes populares indígenas tanto a nivel municipal como a nivel estatal incluyendo regidores y diputados indígenas, creación de un organismo supremo en materia indígena, bases de su organización económica, asistencia en cuestiones de impartición de justicia entre otras, que si bien es cierto son aportaciones valiosas que enriquecen dicha materia, estas no están contempladas en el marco constitucional federal, y son aspectos que pueden armonizarse en las leyes reglamentarias respectivas en el entendido de que lo que ahora se propone es una adecuación a nivel constitucional y que por lo tanto tiene que ir de la mano con lo dispuesto en el artículo 2° de la Constitución General de la República.


Es por ello que el contenido de ésta reforma constitucional a nivel local se centra fundamentalmente en los postulados básicos de nuestra carta magna como lo es entre otros aspectos:
A).
El reconocimiento de la composición pluricultural del Estado sustentada en los pueblos indígenas.

B).
La denominación de pueblo indígena y el reconocimiento de su identidad.

C).
El derecho de los pueblos indígenas a la libre determinación y autonomía entendiendo dichos aspectos de acuerdo a lo dispuesto y como los enumera la propia Constitución de los Estados Unidos Mexicanos.

D).
La enumeración de compromisos de las autoridades estatal y municipales así como las acciones que deban emprender que permitan la protección de la cultura indígena y su desarrollo dentro del Estado.

Como tal reforma el Estado de Jalisco reitera el compromiso que tiene con los pueblos indígenas y reconoce la importancia y trascendencia que estos tienen en el desarrollo de la entidad y de todo el país. Tal compromiso debe preservarse y ejercerse en cada uno de los rincones del estado.


Para tal efecto con fundamento en los artículos 93 y 94 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, sometemos a la elevada consideración de ustedes Ciudadanos Diputados, el siguiente proyecto de:   DECRETO QUE REFORMA EL ARTICULO 4° DE LA CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO DE JALISCO.
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